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Resumen:

A partir del periodo presidencial de Hugo Chávez, se plantea una nueva estructura económica y 
social incluyente, en la cual se da prioridad al sector agrario, para impulsar el desarrollo sosteni- 
ble de la producción nacional. Tomando como referencia dicha postura, el trabajo se propone 
explorar las estrategias del Estado venezolano para incorporar los pequeños productores en el 
desan-ollo de la política de seguridad agroalimentaria. Para tal fin, se plantea una reseña de la 
política alimentaria en Venezuela, y muy especialmente sobre la seguridad agroalimentaria a 
partir de 1999, luego se Identifica la estrategia de colaboración entre el Estado y los pequeños 
productores. Los resultados reflejan, que la política de seguridad alimentaria conjuntamente con 
el marco institucional y político, refuerzan la inserción de los pequeños productores al desarrollo 
del agro, gracias a las estrategias de colaboración que brinda el Estado para producir y comer­
cializar los productos con el propio Estado o con la agroindustria.
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Introducción

El papel de la agricultura en el contexto de la seguridad alimentaria es man­
tener el trabajador en el campo, apoyar las pequeñas y medianas unidades de 
producción, bajar el costo de los alimentos y aumentar el mercado interno (Car­
dóse et al, 2006).

A pesar de dicha postura, al pequeño y mediano productor se le ha negado 
la posibilidad de participar en la determinación de la política agraria, situación 
que obligó a muchos gobiernos a materializar interesantes iniciativas que se
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proponen para su recuperación. Dichas iniciativas fueron promovidas tímidamen­
te entre los años ochenta y noventa, procurando de acuerdo a Ortega (2007), 
estimular el desarrollo productivo en zonas especiales, mediante la participación 
de las comunidades organizadas y un importante apoyo financiero estatal. El 
efecto en dichos períodos fue negativo, fueron pocos los pequeños productores 
que subsistieron, ya que las políticas gubernamentales se orientaron a favorecer 
las importaciones a través de subsidios, registrándose una contracción en la 
producción nacional.

Ante la situación precaria del campo el sector del agro venezolano se des­
vincula de las estrategias de desarrollo quedando los pequeños productores 
excluidos de la seguridad alimentaria y de las políticas agrarias.

Es partir de 1999 que se plantea en Venezuela delinear políticas cónsonas 
con la eliminación de la pobreza y la seguridad alimentaria, incluyendo el fortale­
cimiento de las pequeñas unidades productoras asegurando así la autonomía y 
sostenibilidad del proyecto. El Estado comienza a valorar la importancia de la 
población campesina, reconociendo su aporte al desarrollo, replanteando la ne­
cesidad de fortalecer la actividad del agro para producir alimentos e insertarlos 
como pilar fundamental en el desarrollo económico y social de la Nación.

En este sentido, el gobierno de Hugo Chávez traza lineamientos dirigidos a 
la recuperación del sector agrícola, tales como la protección de los pequeños 
productores y de los sectores campesinos, ambos relegados de la atención esta­
tal. Se hace entonces imperativo impulsar nuevos sujetos organizativos de la 
economía agrícola, en cuyo seno se establezca la asociación entre quien produ­
ce, distribuye y consume los alimentos, acortando los canales de comercializa­
ción y distribución, orquestando la producción primordialmente con base a la 
satisfacción de las necesidades nutricionales alimentarias y no a la satisfacción 
de intereses rentistas particulares (República Bolivariana de Venezuela, 2008a).

El Estado, por consiguiente, pretende compensar los efectos negativos sus­
citados en la actividad agrícola a los pequeños productores, anunciando medi­
das económicas de incentivo, de común aplicación, la reestructuración de 
deudas contraídas con el sector financiero privado y, de ser el caso, la remisión 
de ciertas deudas asumidas con organismos estatales (República Bolivariana de 
Venezuela, 2008b).

Dichas medidas permiten al pequeño y mediano productor acceder a cré­
ditos agrícolas, reimpulsar su actividad productiva y reincorporarse al apara­
to productivo social, contribuyendo así al logro de la seguridad y sobera­
nía agroalimentaria.



Con base a lo planteado, el trabajo tiene como propósito explorar las estra­
tegias del Estado venezolano para incorporar los pequeños productores en el 
desarrollo de la política de seguridad agroalimentaria, durante el periodo de go­
bierno del presidente Hugo Chávez. Para tal fin, en primera instancia, se señalan 
los principales enfoques que explican y delinean la seguridad alimentaria a nivel 
mundial; seguidamente, se plantea una reseña de la política alimentaria en Ve­
nezuela y, muy especialmente, sobre la seguridad agroalimentaria a partir de 
1999; finalmente se identifica la estrategia de colaboración entre el Estado y los 
pequeños productores. La investigación es de tipo teórica apoyada en fuentes 
secundarias, en consecuencia, la metodología consistió en un arqueo bibliográfi­
co, así como de las principales leyes y normativas donde se tipifican los linea- 
mientos y estrategias de incorporación de los pequeños productores a la política 
de seguridad agroalimentaria.

1. ENFOQUES TEÓRICOS SOBRE SEGURIDAD AGROALIMENTARIA

1.1 enfoques tradicionales

La seguridad alimentaria desde los años setenta ha sido el centro de aten­
ción de investigadores, gobiernos y de instituciones internacionales vinculadas a 
la cooperación y financiamiento internacional. Atención que ha generado una 
trascendental evolución de diferentes enfoques que explican las causas de las 
deficiencias de alimentos y su incidencia en el alto porcentaje de hambre y, so­
bre todo, de las hambrunas a nivel mundial. Dichas teorias han proporcionado 
un marco conceptual aplicable a las políticas públicas y de cooperación.

El desarrollo teórico sobre la seguridad alimentaria se ha amparado básica­
mente en tres enfoques, definidos de acuerdo a la coyuntura. Según Von Braun 
(2007), el primer enfoque está referido a la seguridad alimentaria nacional, el cual 
surge como respuesta a la crisis alimentaria de la década de los setenta, causada 
por la disminución de la producción y de las reservas mundiales, ocasionando 
alarma ante el temor de una escasez global de alimentos. Esta perspectiva, de 
acuerdo a Cardoso et al (2006: 10), centra la discusión definiendo las hambrunas 
“como periodos de escasez debidos a una inmersión galopante de los suminis­
tros alimentarios per cápita, motivados por factores naturales, tales como sequí­
as, inundaciones y  otras calamidades que merman las cosechas, y  factores 
demográficos referidos al crecimiento vegetativo que desborda el abastecimien­
to''. Dichos factores explican la insuficiencia de alimentos en relación con la po­
blación, por lo cual se propone que los países deben abocarse a crear las 
condiciones necesarias para suministrar alimentos suficientes a las poblaciones.



Esta propuesta fue acogida por los países tanto desarrollados como sub- 
desarrollados incorporando la seguridad alimentaria como política pública. Los 
gobiernos se comprometieron a eliminar el hambre, teniendo como objetivo in­
mediato reducir los desnutridos, pero sin plantear una mejor distribución de los 
recursos alimentarios.

Años después teóricos y jefes de Estados señalaban que las tasas de des­
nutrición presentaban una reducción. Sin embargo, de acuerdo a Patnaik (2005), 
lejos de la disminución del porcentaje de población en condiciones de pobreza 
como se afirma, la posición objetivamente correcta sobre la base de la informa­
ción es que la pobreza es muy alta y afecta a gran parte de la población rural y 
urbana a nivel mundial. La profundización de la pobreza se ha incrementado 
considerablemente siendo empujada mayor cantidad de gente a un estatus nu- 
tricional más bajo.

El mismo autor sostiene que la razón por la cual tantos académicos llegan a 
la conclusión que la pobreza está disminuyendo, es que utilizan posiciones ideo­
lógicas y analíticas que no son lógicas y, por lo tanto, indefendible en los ámbi­
tos académicos Estos temas han generado polémica en los círculos académicos 
debido a la incierta teorización prevaleciente conduciendo a gobernantes a for­
mular políticas y medidas que sólo sirven para agravar la insuficiencia alimenta­
ria de los más desposeídos (Patnaik, 2005).

Un segundo enfoque aparece a principios de los ochenta, el cual orienta su 
atención a la seguridad alimentaria familiar, es decir, al acceso a los alimentos 
por parte de las familias pobres. Dicha orientación se deriva de las críticas de 
diversos autores hacia el enfoque de la Seguridad Alimentaria Nacional por la 
incapacidad de explicar las causas de las crisis alimentarias.

Una de las críticas esta referida al planteamiento que la falta de alimento no 
es consecuencia del suministro en el mercado, sin tomar en cuenta la falta de 
recursos de algunos sectores para producirlos o comprarlos. Esto implica dejar 
de reconocer las desigualdades sociales existentes en cualquier país y la ine- 
quidad en el reparto de los recursos, de modo que a pesar de las estadísticas 
que reflejan una superación de la desnutrición y de la pobreza, siguen existiendo 
sectores excluidos.

De dichas críticas surgió la necesidad de tomar en cuenta las titularidades, 
es decir, las capacidades o recursos de una familia o individuo para acceder a 
los alimentos de forma legal, produciéndolo, comprándolo o percibiéndolo como 
donación del Estado o de la comunidad. Las titularidades están determinadas, 
por tanto, por el nivel de propiedades poseídas, las relaciones de intercambio en 
el mercado y el nivel de protección social existente.



Desde esta perspectiva, se introduce la explicación de las causas que origi­
naron las hambrunas en la segunda mitad del siglo XX, entre las cuales se resal­
ta la pérdida repentina de titularidades por parte de los sectores más vulnerables 
para satisfacer sus necesidades nutricionales. En definitiva, y ésta es su princi­
pal aportación, el problema suele ser más de falta de acceso a los alimentos por 
las familias pobres que de falta de los mismos.

Este nuevo enfoque contribuyó a modificar la noción de la seguridad alimen­
taria y de las medidas necesarias para adquirirla. Nace así la necesidad de lu­
char contra la pobreza para garantizar a todas las familias y personas un acceso 
efectivo al alimento, postura asumida por círculos académicos, la FAO, el Banco 
Mundial, entre otros organismos internacionales.

Esto implica tomar como referencia de análisis a la familia y su disponibilidad 
al acceso a los alimentos, determinado por el grado de vulnerabilidad socioeco­
nómica. Por consiguiente, se superan las explicaciones de la crisis alimentaria 
centrada en las causas naturales que impedían el suministro por parte del mer­
cado con las cuales se justificaba la ineficiencia de las políticas implementadas 
por los gobiernos. En lo esencial se comienza a introducir en el análisis la varia­
ble socioeconómica que permitía darle un carácter humano a las causas, abrien­
do espacio para disertar el problema alimentario desde la ética, los derechos 
humanos y, fundamentalmente, permitió hablar de responsabilidades y de solu­
ciones. De este modo, las políticas de seguridad alimentaria se orientan a diseñar 
medidas redistributivas, lograr el bienestar social y luchar contra la pobreza.

En este marco, el Banco Mundial (1986: 1), define a la Seguridad Alimenta­
ria Familiar como: “el acceso de todas las personas, en todo tiempo, a cantida­
des de alimentos suficientes para una vida activa y  saludable. Sus elementos 
esenciales son la disponibilidad de alimentos y  la posibilidad de adquirirlos”. Por 
otra parte, la FAO-CORECA-CAC (2005) señalan: “la seguridad alimentaria y 
nutricional (SAN) es la condición real de accesibilidad de toda la población, en 
todo momento, a los alimentos suficientes, inocuos y nutritivos, que son funda­
mentales para el crecimiento y/o desarrollo normal de cada persona en cada 
fase de su existencia”. De acuerdo a estas definiciones la clave es el derecho al 
acceso seguro en todo momento a una comida suficiente. Por tanto, se puntuali­
za que las condiciones para lograr la seguridad alimentaria y nutricional son la 
suficiencia y estabilidad en el suministro nacional de alimentos y la capacidad 
adquisitiva de la población para obtener los alimentos que necesita.

Sin embargo, las nuevas tendencias teóricas han reseñado las debilidades 
de los enfoques que orientan las políticas para tratar de minimizar o erradicar los 
fenómenos de la pobreza y la inseguridad alimentaria a nivel mundial. En aten­
ción a la problemática, se señalan críticas como el carácter sectorial y asistencial



que predominan en dichos enfoques, lo cual no les permite precisar la compleji­
dad de las estructuras productivas de cada uno de los países, así como los des­
balances que cada realidad presenta. Así mismo, se viene manifestando 
preocupación ya que las estrategias para asegurar la alimentación solo tratan de 
estimular la ampliación de los mercados. Por lo general, los instrumentos que se 
emplean no toman en cuenta la organización socioproductiva que existe en los 
territorios: tampoco consideran la importancia de impulsar procesos de desarro­
llo territorial rural, como la vía para crear las condiciones requeridas hacia la 
superación de la pobreza y el avance hacia la Seguridad Alimentaria (FAO- 
CORECA-CAC, 2005).

En el escenario de la globalización y de un contexto tan competitivo, persiste 
la preocupación entre los estudiosos por los sectores o familias empobrecidas, 
ya que no se les considera dentro de las relaciones sociales y de su entorno. Se 
plantea entonces el problema que las condiciones económicas y sociales preva­
lecientes están generando nuevas manifestaciones de la pobreza. La informa­
ción que se dispone sobre la región muestra los bajos niveles de ingreso y su 
deficiente distribución del mismo; así como la precarización de los salarios, impi­
diendo el acceso de importantes grupos de la población al consumo básico 
(PNUD, 2004). Resulta claro que los paliativos definidos por los gobiernos e 
instituciones multinacionales para atenuar la pobreza y la compensación social 
no son efectivos dada la magnitud del problema. En este orden de ideas, Stiglitz
(2002) enfatiza que por lo general, los instrumentos empleados consisten en 
promover el acceso de la población al capital natural, físico, financiero, tecnoló­
gico, social y humano. Por estos motivos, es de primordial importancia enfatizar 
la necesidad de impulsar otras acciones y formas de abordar la solución de los 
problemas de pobreza e inseguridad alimentaria, encauzando los esfuerzos 
hacia el fortalecimiento del desarrollo humano. Esto significa que es fundamen­
tal, además de estas acciones, considerar el acceso a la educación, a la salud, a 
las actividades productivas y al consumo alimentario dentro de las estrategias de 
combate a la pobreza y para la seguridad alimentaria.

En el reordenamiento de las ideas y estrategias para consolidar el bienestar 
de la población, se plantea el enfoque territorial que impulsa acciones orientadas 
a fortalecer la gestión local para la seguridad alimentaria. Óptica que toma en 
cuenta el análisis de los lazos e interrelaciones existentes en la comunidad, así 
como su acceso al capital social y las potencialidades de los territorios en los 
cuales se asientan las personas y familias

Este enfoque presenta gran relevancia al poder elevar la efectividad de las ini­
ciativas institucionales en el campo de la seguridad alimentaria y nutricional. La 
justificación se basa en que el enfoque global y sectorial no logra responder efi­
cazmente a las necesidades y demandas particulares de los territorios, en los



cuales se concentran los mayores problemas de vulnerabilidad, pobreza e insegu­
ridad alimentaria de las regiones. Las condiciones físicas, sociales, económicas y 
culturales presentes en cada territorio son desestimadas, al igual que la existencia 
de significativas desigualdades, sus potencialidades y debilidades las cuales varí­
an en cada espacio particular.

Cabe considerar, por otra parte, la crítica acertada de Robles (2003) sobre la 
centralización política e institucional que predomina en algunos países, espe­
cialmente en América Latina y del Caribe, lo cual restringe la efectividad de las 
acciones que se impulsan para la seguridad alimentaria, ampliando las limitacio­
nes para que la población asentada en los espacios más vulnerables y deprimi­
dos se pueda incorporar en los procesos orientados a revertir esas situaciones.

En términos generales, el enfoque territorial plantea la gestión de los proce­
sos de desarrollo, a través de los Consejos Territoriales para la Seguridad Ali­
mentaria. Dichos Consejos facilitarían la articulación de las instituciones locales, 
la búsqueda de compromisos de los sectores público y privado con la seguridad 
alimentaria nacional y la participación de las familias, las organizaciones y las 
comunidades de cada espacio particular. En esta perspectiva, los gobiernos 
locales tienen un peso significativo en el desarrollo de políticas que contribuyan 
a dinamizar los procesos dirigidos a lograr la seguridad alimentaria. Con base a 
los planteamientos de la FAO-CORECA-CAC (2005: 34), “la gestión local de los 
recursos, y  el “empoderamiento” de los procesos por parte de las familias, co­
munidades, organizaciones rurales y gobiernos locales son dos factores funda­
mentales que permitirán darle sostenibilidad a las acciones, involucrar a todos 
los actores vinculados con la seguridad alimentaria, y  promover la autogestión 
en los procesos de desarrollo territoria!'.

Se puede concluir que la inseguridad alimentaria es un fenómeno complejo y 
multidimensional, tanto desde el punto de vista de sus manifestaciones, como de 
los factores que condicionan su surgimiefíto. No existe un factor único explicativo 
de su origen y persistencia; así mismo, las consecuencias de su presencia son 
múltiples. Por estas razones, su análisis requiere un trabajo multidisciplinario; y 
las iniciativas para superarlo demandan acciones interinstitucionales, guberna­
mentales con participación activa de la sociedad civil.

2. POLÍTICA ALIMENTARIA EN VENEZUELA

A la política alimentaria en América Latina se le viene asignando un carácter 
estratégico dentro de las políticas públicas, constituyéndose en un tema perma­
nente en la política social. El tema responde a los fenómenos de la desigualdad, 
pobreza y hambre, agudizados en muchos países, por la economía de mercado



impuesta por el neoliberalismo desde la década de los años ochenta. Al respec­
to, Chateauneuf (2002: 24) señala: “la década de los ochenta, llamada década 
perdida para América Latina, es un ejemplo de cómo las políticas macroeconó- 
micas han llegado a afectar al desarrollo, al incremento de la pobreza y sin du­
das a acrecentar problemas nutricionales en amplios sectores poblacionales".

Dicha crisis se debe, entre otros factores, a las políticas de ajuste estructural 
que los países han tenido que asumir y, por tanto, afrontar, tales como la reduc­
ción del PIB per cápita, la disminución de los salarios reales y el aumento de los 
niveles de desempleo, así como el debilitamiento de la agricultura campesina, 
aspectos que influyen negativamente en la seguridad alimentaria y nutricional de 
amplios sectores de la población y en el aumento de la pobreza.

Bajo este contexto, la ONU (2005) señala que las sociedades modernas no 
pueden convivir con el hambre y la miseria, y por esto deben comprometerse 
con políticas específicas para su erradicación. Es por eso que los gobiernos han 
incorporado la seguridad alimentaría a la política pública, donde se articulan las 
directrices del desarrollo agrícola con la producción de alimentos para erradicar 
la pobreza y el desabastecimiento alimentario en la región.

Desde esta perspectiva, analistas, entre ellos Niemeyer et al (2006), sostie­
nen que las políticas de seguridad alimentaría en América Latina se encuadran 
en políticas focalizadas ai combate de la pobreza y el hambre, sin ninguna rela­
ción con el universo de las políticas sociales. Dicha afirmación la sustentan al 
señalar que en la región se está realizando una menor inversión en las acciones 
preventivas y de atención de la salud, educación, empleo, entre otros, contribu­
yendo al deterioro social.

El atraso en el orden social y económico generalizado en nuestros países 
requiere salir de políticas asistencialistas y focalizadas que sirven para palear 
momentáneamente y no erradicar las causas. Acevedo y Núñez (2007) plantean 
que el subdesarrollo nos priva de una visión de identidad, realista y sanamente 
nacionalista que impide una respuesta tanto social como económica en el marco 
de una política coherente con la realidad de las sociedades latinoamericanas. 
Desde esta óptica, la política agroalimentaria debe orientarse a reducir la de­
pendencia externa del sistema alimentario a niveles que se consideren económi­
ca y políticamente razonables; romper el círculo que vincula el patrón de 
modernización a la pobreza y al deterioro del medio ambiente; y asegurar el 
mejoramiento continuo de la calidad e inocuidad de los alimentos, tanto para el 
consumo local como para la exportación.

Venezuela ha sido parte de esta realidad a pesar de los esfuerzos realizados 
por diferentes gobiernos de consolidar políticas coherentes con el desarrollo



agrícola. En el año 1960 se promulga la Ley de Reforma Agraria, que nació, 
según Stredel (1973: 44) “del espíritu unitario en io político, que para la fecha se 
había establecido, a objeto de hacer más sencilla la superación en lo social, 
político y  económico, de la situación heredada al finalizar la dictadura que por 10 
años gobernó el país (1948-1958)”.

Las principales metas de la Reforma Agraria fueron: la distribución equitativa 
de la tierra; capacitar al campesino en nuevas disciplinas; la adecuada organiza­
ción del crédito y de la asistencia integral para los productores del campo, a fin de 
que la tierra constituyéra para el hombre que la trabaja, la base de su estabilidad 
económica y fundamento de su bienestar social, así como garantía de su libertad 
y dignidad. Sin embargo, la reforma agraria a la par de dotar de tierras al campe­
sino, no se le acompaña con el préstamo barato, la asistencia técnica y no se le 
faciliten los canales de comercialización de su producción. Si bien dentro de la 
reforma juega un papel importante el aspecto económico, el elemento vital lo 
debe constituir el ser humano para incorporarlo definitivamente al desarrollo 
(Stredel, 1973). Por otra parte, la propiedad privada no sufrió modificaciones sus­
tancialmente en su estructura, mientras que las tierras públicas soportaban casi 
todo el peso del proceso habiéndose agravado el problema del latifundio, igual­
mente se consolidan empresas extranjeras dedicadas a la explotación agrícola.

Es de hacer notar que la Reforma a pesar de susi intenciones no pudo con­
solidarse como herramienta del desarrollo agrícola, sino que condujo a empeorar 
la situación del agro, ya que de acuerdo a Fuentes (1999: 21): “se instauró en 
Venezuela el monopolio de las tierras, los pequeños productores y campesinos 
no pudieron ser dueños de las mismas, fueron desalojados y obligados a vender 
su fuerza de trabajo a los latifundistas”.

2.1. La Seguridad Agroalimentaria a partir de 1999

En el año 1999 toma posesión el Presidente de la República Hugo Chávez, 
período signado por una grave crisis y conflictos socioeconómicos y políticos, 
ante la cual la población reclamaba un modelo de desarrollo alternativo que res­
pondiera a las necesidades de las grandes mayorías.

A pesar de un contexto no favorable, el nuevo gobierno, según Morales 
(2003), impulsa cambios y propone acciones que liquiden las dominaciones políti­
cas y económicas por parte de las naciones industrializadas revirtiendo el proceso 
de empobrecimiento del país, sobre la base de una distribución justa de la riqueza, 
dentro de un estado de libertad individual y colectivo, con un mejoramiento de la 
capacidad de participación del ciudadano en la toma de las decisiones. Todo ello



dentro de un concepto de bienestar colectivo que va más allá de los indicadores 
económicos y enmarcados en los objetivos del Desarrollo Sustentable.

Tomando en cuenta las consideraciones anteriores, se decreta en el año 
2008 la Ley Orgánica de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria, que tiene por 
objeto “brindar una herramienta jurídica en manos del Estado y  de la sociedad 
en su conjunto que permita la planificación normativa, estratégica, democrática, 
participativa y territorializada de la producción agrícola, también la gestación y 
desarrollo de espacios para ia producción y distribución de bienes, servicios y  
riquezas cónsonos con el proyecto de sociedad plasmado en nuestra constitu­
ción, al tiempo que sé garantiza el abastecimiento y  distribución equitativa y 
justa de alimentos a toda la población".

El Estado venezolano garantiza a las ciudadanas y los ciudadanos venezo­
lanos el acceso oportuno a alimentos de calidad, en cantidad suficiente, con 
preferencia de aquellos producidos en el país, sobre la base de las condiciones 
especiales propias de la geografía, el clima, la tradición, cultura y organización 
social venezolana.

Se califica la seguridad alimentaria como un asunto de interés nacional, ubi­
cando la producción del agro como una actividad de primera importancia, por su 
carácter de proveedora de alimentos y materia prima, altamente empleadora y 
garante para contrarrestar la inseguridad alimentaria y la pobreza en el país.

La política se orienta a conformar un sistema agroalimentario, en el cual no 
sólo se especifica la función básica de generación de productos alimenticios, sino 
además, el aspecto agroindustrial y de comercialización, donde se realizan las 
transformaciones necesarias al producto para su distribución y consumo final.

De acuerdo a Morales (2003), se trata de impulsar el crecimiento de un mo­
delo de desarrollo agrícola sustentable, eficiente y competitivo que propenda a la 
satisfacción, en el mediano plazo, de los requerimientos alimentarios de la po­
blación. Por otra parte, pretende eliminar los niveles de inflación a través del 
incremento de la oferta de productos agropecuarios para el consumo interno y 
para la exportación, de acuerdo a las ventajas comparativas y la concertación de 
decisiones entre los productores y los agroindustriales. Esto implica velar por el 
mejoramiento de las condiciones de vida y producción en el medio rural, incre­
mentar la generación de empleo directo e indirecto y suministrar financiamiento 
adecuado a los productores.

Es necesario resaltar que la nueva política agroalimentaria en Venezuela 
rompe con el enfoque asistencialista y centralista que venían aplicando los go­
biernos anteriores para enfrentar la inseguridad alimentaria. Al respecto, Hertford



y Echeverri (2003), señalan la necesidad de transformar la práctica centralizado- 
ra de las decisiones, e impulsar de abajo hacia arriba las políticas y estrategias 
nacionales de seguridad alimentaria tomando como escenario los territorios.

Esta forma tradicional se modifica con la aplicación de un enfoque territorial, 
expresado por el gobierno al establecer políticas de ordenación territorial que 
preserven las tierras de vocación agrícola para este sólo propósito, mediante la 
zonificación de cultivos y desconcentración de actividades.

De acuerdo a este enfoque, el eje de desarrollo son los territorios es a partir 
de ellos que se definen las estrategias y las iniciativas de desarrollo agrícola, 
con la participación activa de los actores sociales locales excluidos, la participa­
ción de las familias, pequeños productores y otro tipo de organizaciones co­
nexas con el desarrollo del ámbito rural. La participación de dichos sectores es 
una posición destacada que contribuye a intensificar los procesos dirigidos a 
lograr la seguridad alimentaria.

Esta visión implica estimular la participación de las poblaciones de las dife­
rentes zonas en la superación de la pobreza y la inseguridad alimentaria: crear 
las condiciones para la sustentabilidad de los procesos, y la aplicación de las 
políticas, mediante programas y proyectos formulados a partir de las condiciones 
específicas de cada territorio.

Por lo tanto, en la concepción del gobierno bolivariano, la seguridad agroali- 
mentaria sólo es posible con la participación de los diferentes actores sociales y 
agentes económicos que pueden aportar al diseño y ejecución de las estrate­
gias, bajo el enfoque del desarrollo territorial rural sostenible; y esto, tomando en 
cuenta el potencial endógeno de recursos, y la creación de sinergias para la 
innovación que justifiquen las inversiones.

3. ESTRATEGIA DE COLABORACIÓN ESTADO-PEQUEÑOS PRODUCTORES

Relio (1999), plantea que las reformas económicas introducidas a partir de la 
década de los años ochenta en América Latina iniciaron una fuerte orientación 
hacia el fortalecimiento del sector externo. En el sector agrícola, el acento se 
pone en el estímulo a las exportaciones tradicionales y no tradicionales. En la 
mayoría de los países, estas prioridades de desarrollo colocan en un segundo 
plano la producción local de algunos alimentos, y han propiciado el incremento 
de las importaciones, generando un impacto negativo en los pequeños producto­
res rurales dedicados a la producción de alimentos y materias primas. Esta si­
tuación se agrava antes las condiciones económicas y sociales precarias en las



cuales viven, debido a la inexistencia de políticas sociales y de infraestructura 
por parte de los estados hacia dichos sectores.

Con base a las condiciones actuales de inseguridad alimentaria a nivel mun­
dial y, específicamente, en nuestras regiones se está considerando las posibili­
dades de que diversos grupos de productores se integren a la seguridad 
alimentaria como proveedores de alimentos en el mercado. Según Cedeño
(2003), el significativo número de explotaciones agrícolas por parte de pequeños 
productores que existen en la región, está impulsando iniciativas institucionales 
dirigidas a lograr su integración en los mercados locales de alimentos y en la 
producción alimentaria.

Venezuela es uno de los países que se suma a formular una política nacio­
nal para la seguridad agroalimentaria acompañada de estrategias operativas que 
permitan llevar a la práctica las políticas definidas, así como un marco normativo 
que reglamenta el financiamiento para el sector agrícola, vale decir, condiciones, 
oportunidades, requisitos y demás elementos relacionados con la prestación de 
los servicios financieros y las actividades conexas que intervienen en toda la 
cadena productiva.

En este sentido, el Estado venezolano, a través de dichas normativas pro­
pone crear incentivos para los actores más desprotegidas dentro de la cadena 
de producción, que amparen a los pequeños productores de una forma individual 
o colectiva, tipificando en ellas las condiciones necesarias para insertarlos en el 
desarrollo de la política de seguridad agroalimentaria.

Es por ello que con el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Crédito 
para el Sector Agrario (2008), se procura consolidar dicho sector e impulsar el 
desarrollo sostenible de la producción nacional, cumpliendo el objetivo estratégi­
co de la soberanía y seguridad agroalimentariá de la Nación. En dicha ley se 
incorporan los principios básicos que deben regir al sector agrario nacional, cen­
trados en la aplicación de la justicia social, solidaridad, corresponsabilidad, com- 
piementariedad, cooperación, transparencia, eficiencia, eficacia, y la protección 
al ambiente. Por otra parte, se especifica el acceso oportuno de los pequeños 
productores al financiamiento, así como al apoyo y acompañamiento integral 
necesario para insertarlos en el desarrollo de la política de seguridad agroali­
mentaria, con el fin de mejorar las condiciones de la producción y del entorno. 
(República Bolivariana de Venezuela, 2008c)

Por otra parte, el Estado decreta la Ley de Beneficios y Facilidades de Pago 
para las Deudas Agrícolas de Rubros Estratégicos para la Seguridad y Sobera­
nía Alimentaria (2008). Esta ley constituye una herramienta legal de apoyo direc­
to al pequeño y mediano productor que se encuentra imposibilitado de dar



continuidad efectiva y eficiente a su actividad, pues su situación financiera le 
impide solicitar nuevos préstamos que lo coloquen en una situación de igualdad 
frente a productores de mayor envergadura, que cuentan con un respaldo patri­
monial que les permite acceder al sistema financiero en condiciones más venta­
josas. (República Bolivariana de Venezuela, 2008d).

Desde esta postura, la política e iniciativas sectoriales, con un marco institu­
cional y político articulador, tienden a reforzar la inserción de los pequeños pro­
ductores al desarrollo del agro. Por otra parte, se plasman las estrategias de 
colaboración que brinda el Estado a dicho sector para producir y, comercializar 
sus productos bien sea con el propio Estado o con la agroindustria.

Al respecto. Herrera (2003: 28),señala algunas ventajas obtenidas por los 
pequeños productores, entre ellas “Un mercado seguro, a precios y  volúmenes 
preestablecidos, pues ello parece ser. Junto con el financiamiento, la razón más 
importante para inducir a los pequeños productores a incursionar en la produc­
ción; un mejor aprovechamiento de la mano de obra familiar que otras alternati­
vas; un mejor acceso al financiamiento, en mejores condiciones que el de otras 
fuentes; un acceso a insumos, conocimientos y  tecnologías que no se lograría 
por otras vías y, un incremento de valor del producto de su recurso más escaso: 
la tierra".

En el nuevo modelo de producción se consolida la asociatividad o colabora­
ción entre pequeños productores y el Estado, entendida según Corral et al, 
(2006), como un mecanismo de cooperación, en donde cada participante, man­
teniendo su independencia jurídica y autonomía gerencial, decide, voluntaria­
mente, participar en un esfuerzo conjunto para la búsqueda de un objetivo 
común. Ese esfuerzo conjunto recibe el nombre de acción colectiva.

Para tal efecto, se plantea los encadenamientos internos de las actividades 
económicas fundamentales, principalmente las basadas en la existencia de mate­
rias primas y recursos naturales en el país, con la finalidad de potenciar la capa­
cidad interna de producción de bienes y servicios. Se explica así, la propuesta de 
conformar redes verticales entre los pequeños productores o Pymes, vinculación 
que trata de estimularlos en la incorporación de las cadenas productivas. Bajo 
esta estrategia, tanto el Estado como los productores reducen costos, comparten 
riesgos, aumentan la especialización y establecen relaciones de colaboración.

El establecimiento de redes no sólo f¡avorece a las pequeñas unidades de 
producción, también estimula otros tipos actividades creando empleo e ingresos 
apoyadas en el desarrollo de la seguridad alimentaria.



Otra ventaja se desprende del enfoque territorial propuesto por el gobierno 
para el desarrollo agrícola, ya que el empoderamiento de redes de producción 
permitiría, de acuerdo a Cardoso et al (2006), redefinir el papel de los espacios 
municipales como centros de control y administrativos de la planificación de las 
acciones. Los territorios municipales se convertirán en los eslabones de la cade­
na productiva en el espacio regional y nacional.

Hemos señalado en párrafos-anteriores las ventajas para los pequeños pro­
ductores con la promulgación de una política nacional agroalimentaria y las leyes 
que incentivan la integración de las pequeñas unidades de producción. El Esta­
do también obtiene beneficios perceptibles con el establecimiento de alianzas 
estratégicas con participación de los pequeños agricultores. Estas alianzas se­
rían: desarrollo de los mercados locales; aumento de la producción, incremento 
de la disponibilidad de alimentos; promoción de un mejor acceso a ellos, en con­
diciones de inocuidad y calidad; reducción de la vulnerabilidad y la dependencia 
de las importaciones de alimentos, así como de los costos de producción; legiti­
marse ante Ja sociedad, entre otros.

En definitiva, las políticas en Venezuela se enmarcan en la construcción de 
una nueva estructura económica y social incluyente, formalizando relaciones 
sociales de producción basadas en la propiedad social, tales como la propiedad 
autogestionaria, asociativa y comunitaria; permaneciendo formas de propiedad 
individual y pública. Con base a esta distribución, se trata de erradicar la estruc­
tura social conformada por un entramado de relaciones sociales permanentes y 
recurrentes, que ordenadas jerárquicamente en cuanto al poder, la riqueza, el 
conocimiento y el prestigio, determinan situaciones diferenciadas en la satisfac­
ción de las necesidades sociales y en la distribución de la riqueza y del ingreso 
(República Bolivariana de Venezuela, 2007).

CONCLUSIONES

El Estado venezolano viene planteando la consolidación del desarrollo en­
dógeno de la economía, a través del uso continuo de los recursos del país. Para 
alcanzar dicho desarrollo y la sustentabilidad alimentaria se aprecia la interven­
ción del Estado al incentivar al sector productivo. Dicha intervención impulsa 
normativas que conducen a nuevas formas organizativas en la economía agríco­
la, incorporando a los pequeños productores en el suministro de materias primas 
y elaboración de bienes de consumo intermedio y final con recursos naturales 
propios. Para tal fin, se establecen estrategias de colaboración y de asociación 
entre productores, distribuidores y consumidores, y por ende, con el Estado, a fin 
de potenciar la capacidad interna de producción de bienes y servicios en el mar­
co de la seguridad agroalimentaria.



Dicha propuesta es considerada por el Estado como la base del abasteci­
miento de alimentos a la población y la garantía del desarrollo rural integral, ám­
bito donde interactúan los pequeños productores, quienes están llamados a 
cumplir un importante papel en la producción y distribución de un conjunto signi­
ficativo de los alimentos básicos.

Por lo tanto, el gobierno boiivariano le esta dando un nuevo tratamiento al 
sector productivo de alimentos, en especial al pequeño productor, que histórica­
mente y a pesar de las distintas reformas agrarias, estaba desatendido. Se otor­
ga a dicho sector las condiciones para salir de las precariedades ante la falta de 
asistencia técnica, financiamiento, de infraestructura adecuada, entre otras, lo­
grando ante las nuevas condiciones contribuir a generar empleo en la población 
rural, así como suministrar insumos al mercado o a las empresas procesadoras 
de alimentos.

Con base a lo señalado, podemos indicar que las políticas agroalimentarias 
fomentadas en el actual período de gobierno (1999-2009), han permitido materia­
lizar estrategias dirigidas al desarrollo del sector productivo del agro. Estrategias 
que favorecen a los productores al instaurarse el modelo de producción social.

Los lineamientos establecidos en la Ley de Soberanía Alimentaria y las le­
yes de protección e incentivo al pequeño productor están en concordancia con 
los artículos concernientes a las formas de participación democrática estableci­
dos en la Constitución Bolivariana. El texto constitucional se destaca para las 
organizaciones sociales campesinas, retribuciones justas y su papel significati­
vo e indispensable en el logro de la soberanía, seguridad y sostenibilidad ali­
mentaría integral.

Ante este escenario, es ineludible que el Estado continúe realizando esfuer­
zos conjuntamente con los sectores productivos para lograr una mayor armoni­
zación y puesta en práctica de las políticas que sustentan la seguridad 
agroalimentaria. Esto implicaría no perder el norte de la defensa de la produc­
ción nacional, satisfacer las necesidades internas, convertir al país no sólo en 
exportador de petróleo, sino de insumos y productos agrarios.
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